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ADMISIBILIDAD

TRABAJADORES MIGRANTES INDOCUMENTADOS

ESTADOS UNIDOS

20 de octubre de 2011

I.
RESUMEN

1. El 1 de noviembre de 2006 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, la “Comisión Interamericana” o la “CIDH”) recibió una petición presentada por la Facultad de Derecho de la Universidad de Pensilvania, la American Civil Liberties Union y el National Employment Law Project (en adelante, “los peticionarios”) contra los Estados Unidos de América (en adelante, “el Estado” o “Estados Unidos”), en representación, entre otros, de Leopoldo Zumaya y Francisco Berumen Lizalde, trabajadores indocumentados que habían residido en Estados Unidos
.
2. Los peticionarios alegan que las presuntas víctimas han sido impedidas de acceder a los mismos derechos y recursos disponibles para las trabajadoras y trabajadores documentados. Las presuntas víctimas, en sus esfuerzos por hacer valer sus derechos laborales bajo la legislación federal y estatal, habrían sido directamente afectadas por la denegación de igualdad de derechos con base en su situación migratoria irregular. Los peticionarios sostienen que una decisión de la Suprema Corte de los Estados Unidos que negó el derecho a la libertad de asociación a trabajadoras y trabajadores indocumentados ha vuelto relevante el estatus migratorio en materia de derechos laborales, fomentando de esta forma que los empleadores aleguen que las trabajadoras y trabajadores migrantes indocumentados carecen de derechos en otras áreas, tales como el derecho a la compensación por accidentes de trabajo, a la no discriminación en el lugar de trabajo y a demandar a un empleador por lesiones en el lugar de trabajo. Los peticionarios concluyen que el hecho que Estados Unidos no asegure la igual protección de la ley a las trabajadoras y trabajadores migrantes indocumentados viola los artículos II (derecho de igualdad ante la ley), XVII (derecho de reconocimiento de la personalidad jurídica y de los derechos civiles) y XXII (derecho de asociación) de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (en adelante, la “Declaración Americana”). El Estado no ha presentado su respuesta a la petición.

3. Como se expone en el presente informe, tras examinar la información y los argumentos proporcionados por los peticionarios con respecto a la admisibilidad, y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, la Comisión Interamericana decidió declarar la petición admisible en relación con los artículos II, XVI (derecho a la seguridad social), XVII y XVIII (derecho a la justicia) de la Declaración Americana. En consecuencia, la Comisión Interamericana notificará a las partes del informe, continuará con el análisis del fondo del caso y publicará este informe y lo incluirá en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos. 

II.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

4. Con posterioridad a la recepción de la petición el 1 de noviembre de 2006, la Comisión Interamericana recibió información adicional de los peticionarios el 5 de abril de 2007 y el 8 de marzo de 2010. La CIDH remitió al Estado las partes pertinentes de la denuncia y de las subsiguientes comunicaciones el 27 de octubre de 2010, solicitando que envíe sus observaciones en un plazo de dos meses de conformidad con el artículo 30(3) del Reglamento de la Comisión. Dicha solicitud fue reiterada el 20 de julio de 2011. El Estado aún no ha presentado su respuesta a la petición.

5. El 20 de octubre de 2011 la CIDH decidió, con base en el artículo 29.1(c) de su Reglamento, desglosar la presente petición y tramitar por separado los alegatos relativos a tres presuntas víctimas cuyos nombres completos no habían sido revelados a la CIDH.

III. POSICIONES DE LAS PARTES 

A. Posición de los peticionarios 

6. Los peticionarios señalan que la presente denuncia cuestiona la discriminación tolerada por el gobierno contra las trabajadoras y trabajadores migrantes indocumentados en Estados Unidos. Afirman que el máximo tribunal del país y varias cortes estatales han impedido a las trabajadoras y trabajadores indocumentados acceder a los mismos derechos y recursos disponibles para sus pares documentados.

7. Según los peticionarios, la discriminación contra las trabajadoras y trabajadores indocumentados tiene su origen en la decisión de la Suprema Corte de Estados Unidos dictada en el caso Hoffman Plastic Compounds, Inc. vs. National Labor Relations Board
, en el cual el máximo tribunal del país limitó el derecho de las trabajadoras y trabajadores indocumentados a un recurso efectivo por la violación del derecho a la libertad de asociación. Como resultado, las trabajadoras y trabajadores indocumentados despedidos ilegalmente como represalia por haber ejercido su derecho a la libertad de asociación ya no tendrían derecho al pago de salarios caídos (wage loss benefits) establecido en la Ley Nacional de Relaciones Laborales, debido a su situación de migrantes indocumentados. En la decisión Hoffman, cinco de los nueve jueces consideraron que el pago de salarios caídos compensaría a las trabajadoras y trabajadores indocumentados por trabajo que no habrían podido realizar legalmente al carecer de autorización para trabajar en Estados Unidos. 

8. Los peticionarios argumentan que esta decisión ha tenido un gran impacto en la capacidad de las trabajadoras y trabajadores indocumentados de organizarse para mejorar sus condiciones laborales. Alegan además que las repercusiones de Hoffman se han extendido mucho más allá de la denegación de la libertad de asociación, pues esta decisión fomentó que los empleadores aleguen que las trabajadoras y trabajadores migrantes indocumentados carecen de derechos en otros contextos. En tal sentido, algunas cortes estatales habrían ya sea eliminado o limitado gravemente las protecciones laborales para las trabajadoras y trabajadores indocumentados previstas en las leyes estatales. Los peticionarios indican que estos derechos y recursos, con frecuencia previstos exclusivamente en leyes estatales, tales como el acceso a compensación por accidentes de trabajo, la no discriminación en el lugar de trabajo y el derecho de demandar al empleador en caso de lesiones en el lugar de trabajo, se cuentan entre las protecciones más básicas otorgadas a las trabajadoras y trabajadores en la legislación estadounidense.

9. Con respecto al impacto en la aplicación de protecciones contra la discriminación, los peticionarios alegan que Hoffman ha tenido importantes implicaciones para las trabajadoras y trabajadores indocumentados en materia de recursos y derechos previstos en las leyes anti-discriminación federales y estatales. Señalan que, de acuerdo a la legislación federal, el Título VII de la Ley Federal de Derechos Civiles de 1964 protege el derecho de las trabajadoras y trabajadores a la no discriminación con base en su sexo, color, raza, religión o país de origen. Sostienen, sin embargo, que poco después del fallo Hoffman, la Comisión para la Igualdad de Oportunidades en el Empleo (EEOC por su sigla en inglés) modificó su lineamiento anterior, el cual establecía el derecho al pago de salarios caídos a las personas indocumentadas víctimas de discriminación. 

10. Con respecto a los beneficios de compensación y demás reparaciones por accidentes de trabajo, los peticionarios argumentan que, a partir de Hoffman, varias cortes estatales han establecido que los derechos de las trabajadoras y trabajadores migrantes indocumentados a ciertos beneficios de compensación laboral se encuentran limitados por su estatus migratorio. Asimismo, en algunos estados que contemplan la posibilidad de demandar por perjuicios en casos de lesiones u homicidio culposo, dichos beneficios también se habrían visto limitados. Como ejemplo de esta práctica, los peticionarios enumeran algunas sentencias de las cortes estatales de Pensilvania, Michigan, Kansas y Nueva York. 

11. Por último, los peticionarios manifiestan que, además de limitar o eliminar los derechos laborales de las trabajadoras y trabajadores indocumentados, una consecuencia adicional de Hoffman ha sido el efecto intimidatorio hacia las trabajadoras y trabajadores indocumentados que intentan hacer valer sus derechos por la vía judicial. Sostienen que, puesto que Hoffman tuvo como efecto dar relevancia al estatus migratorio en materia de derechos laborales, los empleadores acusados tratan con frecuencia de revelar la situación migratoria de las trabajadoras y trabajadores, lo cual reduciría la disposición de los migrantes de buscar ejercer sus derechos laborales. El resultado sería una condonación tácita de la explotación de las trabajadoras y trabajadores migrantes, incluso en ámbitos en los que éstos han conservado derechos laborales susceptibles de ser ejercidos.

12. La petición se presentó originalmente en nombre de cinco personas quienes, al hacer valer sus derechos laborales bajo la legislación federal y estatal, habrían sido afectadas directamente por la denegación de igualdad de derechos por parte de Estados Unidos con base en su situación migratoria. En la denuncia original ante la CIDH, los peticionarios indican que “también incluyen a organizaciones nacionales y locales que se suman a las [presuntas víctimas] individuales en representación de los migrantes indocumentados miembros de las organizaciones, a quienes se les niega la igual protección de las leyes laborales de Estados Unidos, con base exclusivamente en su situación migratoria”
. Estas organizaciones son la American Federation of Labor and Congress of Industrial Organizations (AFL-CIO), la United Mine Workers of America e Inter-Faith Worker Justice. Sin embargo, de la información que obra en el expediente, no surge que los peticionarios hayan tenido la intención de presentar a estas organizaciones como presuntas víctimas. En particular, tras una comunicación de la CIDH mediante la cual se solicitó a los peticionarios los nombres completos de todas las presuntas víctimas, el 8 de marzo de 2011 los peticionarios respondieron haciendo referencia exclusivamente a las cinco presuntas víctimas individuales, dos de las cuales se nombran a continuación
. 

Leopoldo Zumaya

13. Leopoldo Zumaya es un ciudadano mexicano que alegadamente se fracturó la pierna al caer de un árbol mientras recogía manzanas en Pensilvania. Los peticionarios indican que tuvo que someterse a tres intervenciones quirúrgicas para que se le insertara una placa de metal y seis tornillos en el tobillo y en la pierna, y para intentar reparar ligamentos desgarrados. En la fecha en que se presentó la petición original ante la CIDH, el señor Zumaya aún sufría presuntamente daños en los nervios y trastorno por dolor regional crónico. Los peticionarios afirman además que el empleador del señor Zumaya pagó inicialmente sus beneficios médicos, pero cuando se hizo evidente que no podría volver pronto a trabajar, le comunicó que se suspenderían sus beneficios. Puesto que, debido a sus limitaciones físicas, no existía un trabajo disponible para la presunta víctima, ésta buscó obtener compensación por las lesiones sufridas en el lugar de trabajo. 

14. Los peticionarios afirman que, debido a su situación migratoria, el señor Zumaya no tuvo derecho al beneficio de pago de salarios caídos desde el momento en que se le dio de alta para realizar trabajo sedentario y, en agosto de 2006, debido a su situación migratoria, se vio forzado a aceptar un acuerdo por US$35,000, menos de la mitad del valor de su reclamo. Los peticionarios indican que el acuerdo es confidencial y, en su lugar, suministran una declaración jurada del abogado que representó al señor Zumaya. Según la opinión pericial del abogado, basada en sus dieciocho años de práctica en materia laboral, si el señor Zumaya hubiera sido ciudadano estadounidense, habría recibido en concepto de compensación un monto de entre US$85,000 y US$100,000. Después del acuerdo el señor Zumaya regresó a México. 

Francisco Berumen Lizalde

15. Los peticionarios alegan que Francisco Berumen Lizalde es un trabajador mexicano que estaba empleado como pintor en Wichita, Kansas. Señalan que en noviembre de 2005 cayó de un andamio y se fracturó la mano. Tras presentar un reclamo por beneficios de compensación, habría sido arrestado y acusado de “fraude documental” por haber usado documentos falsos para obtener empleo. El señor Berumen considera que fue delatado a las autoridades migratorias por haber presentado un reclamo por compensación laboral. 

16. Los peticionarios indican que el señor Berumen estuvo privado de su libertad durante más de un mes, que fue declarado culpable de un delito grave y que fue deportado en febrero de 2006. La presunta víctima habría regresado a su país de origen sin completar sus tratamientos médicos. Señalan que el señor Berumen posteriormente contrató a un abogado especialista en derecho laboral para conservar su beneficio de compensación laboral. Los peticionarios alegan que, sin embargo, esto sería casi imposible, puesto que se requeriría su presencia en Kansas para proseguir con su reclamo. Concluyen que el señor Berumen no pudo agotar los recursos internos y por lo tanto se le ha negado de hecho su derecho a los beneficios que legalmente le corresponden. 

17. Con respecto a la admisibilidad de la petición, los peticionarios argumentan que las presuntas víctimas intentaron hacer efectivos sus derechos laborales, que se vieron limitadas en su capacidad de hacer valer dichos derechos, y que se les negaron diversos recursos o se les denegaron dichos derechos debido a su situación migratoria irregular. 
18. Según los peticionarios, Leopoldo Zumaya intentó promover los recursos internos pertinentes y se vio obligado a aceptar un acuerdo por cantidades mucho menores a la que habría recibido si hubiera tenido autorización para trabajar. Alegan que el señor Zumaya agotó los recursos internos al aceptar dicho acuerdo y que presentó la petición ante la CIDH dentro de un plazo de seis meses a partir de la fecha del acuerdo. Con respecto a Francisco Berumen Lizalde, los peticionarios afirman que intentó de manera diligente y oportuna interponer los recursos internos pertinentes, que habría sido inútil intentara obtener mayores beneficios, y que presentó su petición ante la CIDH en un plazo razonable. 

19. Por último, los peticionarios afirman que los tribunales estadounidenses, incluidas la Suprema Corte y las cortes de los estados en que residen las presuntas víctimas, han sistemáticamente rechazado reclamos presentados por trabajadoras y trabajadores migrantes indocumentados en situaciones idénticas a aquellas en que se hallan las presuntas víctimas. Concluyen que a las presuntas víctimas se les impidió acceder a recursos adecuados y eficaces a nivel interno por la violación de derechos protegidos en la Declaración Americana y que, por ende, cualquier intento de agotar los recursos internos sería inútil, por lo que el requisito de agotamiento no sería aplicable.

20. Con respecto al fondo, los peticionarios alegan que los Estados no solamente están obligados a otorgar iguales derechos laborales a las trabajadoras y trabajadores indocumentados, sino que tienen además la obligación positiva de proteger a las trabajadoras y trabajadores indocumentados contra toda discriminación por parte de actores no estatales. Por lo tanto, solicitan que la CIDH declare que Estados Unidos violó los artículos II, XVII y XXII de la Declaración Americana y que recomiende los recursos que considere adecuados y eficaces por la violación de los derechos fundamentales de las presuntas víctimas. Estos recursos deberían incluir, entre otros, la reforma de leyes y políticas así como la aprobación de legislación integral que cumpla con las normas internacionales en la materia.

B.
Posición del Estado

21. El Estado no ha presentado su respuesta a la petición.

IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia

22. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 23 del Reglamento de la Comisión para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a dos personas individuales, respecto de quienes Estados Unidos se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Declaración Americana. En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Estados Unidos está sujeto a las obligaciones que impone la Declaración Americana de acuerdo con la Carta de la OEA, el Estatuto de la Comisión en su artículo 20 y el Reglamento de la Comisión en su artículo 51.  Estados Unidos es parte de la Organización de Estados Americanos desde el 19 de junio de 1951, fecha en que depositó su instrumento de ratificación de la Carta de la OEA
, y está sometido a la jurisdicción de la CIDH desde 1959, año en el que se creó este órgano.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 
23. La Comisión Interamericana tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Declaración Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Estados Unidos, Estado parte de dicha Declaración. La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Declaración Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque en la petición se denuncian posibles violaciones a derechos humanos protegidos por la Declaración Americana.

B.
Requisitos de admisibilidad 

1.
Agotamiento de los recursos internos

24. La Comisión Interamericana debe verificar si se promovieron y agotaron los recursos de la jurisdicción interna conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos, de acuerdo con el artículo 31(1) de su Reglamento. El artículo 31(2) del Reglamento especifica, sin embargo, que este requisito no se aplica si no existe en la legislación interna del Estado en cuestión el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alegan han sido violados, si no se ha permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos de la jurisdicción interna o ha sido impedido de agotarlos, o si ha habido retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos.

25. Los peticionarios alegan que Leopoldo Zumaya agotó los recursos internos con la firma del acuerdo sobre su reclamo. Sostienen en este sentido que la presunta víctima se vio obligada a aceptar un acuerdo por una cantidad mucho menor a la que habría recibido si hubiera tenido autorización para trabajar. Con respecto a Francisco Berumen Lizalde, manifiestan que está eximido del requisito del agotamiento. Alegan los peticionarios que la presunta víctima intentó promover los recursos internos pertinentes y que habría sido inútil que intentara obtener mayores beneficios debido a su situación migratoria irregular y por el hecho que los tribunales estadounidenses sistemáticamente han rechazado reclamos presentados por trabajadoras y trabajadores migrantes indocumentados en situaciones idénticas. En este sentido, concluyen que cualquier intento de agotar los recursos internos sería inútil, lo que hace inaplicable el requisito de agotamiento.

26. En Hoffman Plastic Compounds, Inc. vs. National Labor Relations Board, la Suprema Corte de Estados Unidos sostuvo que la política federal en materia de inmigración, según lo expresado por el Congreso y por la Ley Federal de Reforma y Control de Inmigración de 1986 (IRCA por sus siglas en inglés), impide que el Consejo Nacional de Relaciones Laborales (NLRB por sus siglas en inglés) conceda el beneficio de pago de salarios caídos a un extranjero indocumentado que nunca estuvo legalmente autorizado para trabajar en Estados Unidos
. 

27. De acuerdo con la información disponible, los principios jurídicos de la decisión Hoffman Plastics se han aplicado en múltiples casos a nivel estatal. Con la aplicación de estos principios, las cortes habrían limitado o excluido a las trabajadoras y trabajadores indocumentados de la obtención de derechos laborales y de recursos disponibles para sus contrapartes documentadas. La Comisión Interamericana ha observado anteriormente que los principios del derecho internacional mencionados en el artículo 31(1) de su Reglamento no se refieren solamente a la existencia formal de tales recursos, sino también al requisito de que sean adecuados y eficaces
. Los recursos internos deben ser adecuados, en el sentido que sean idóneos para proteger la situación jurídica infringida, y eficaces, es decir, capaces de producir el resultado para el que fueron concebidos
. 
28. En relación con el acuerdo firmado entre Leopoldo Zumaya y su empleador, la CIDH considera que dicho acuerdo no ilustra prima facie la existencia de un recurso efectivo contra la alegada afectación a los derechos laborales, en particular teniendo en cuenta que, según los peticionarios, el acuerdo no sería razonable ni balanceado y habría sido alegadamente suscrito en un contexto desfavorable
.
29. Con base en la información disponible, la Comisión Interamericana considera que cualquier trámite adicional promovido por las presuntas víctimas ante los tribunales nacionales parecería no tener ninguna perspectiva razonable de éxito, y por lo tanto no sería eficaz según los principios generales del derecho internacional. 

30. La Comisión Interamericana concluye que la aplicación de los principios jurídicos de la sentencia Hoffman Plastics ha impedido a las presuntas víctimas el acceso a los recursos internos existentes. Por lo tanto, la situación actual cumple los criterios necesarios que justifican una excepción a la regla del agotamiento de los recursos internos por aplicación del artículo 31(2)(b) del Reglamento. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán examinados por la CIDH, cuando sea pertinente, en la etapa del fondo, con el objeto de verificar si de hecho constituyen violaciones a la Declaración Americana.

2.
Plazo de presentación de la denuncia ante la Comisión 
31. El artículo 32(1) del Reglamento requiere para la admisión de una petición que ésta sea presentada dentro de un plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que la presunta víctima haya sido notificada de la decisión que agotó los recursos internos. El mismo artículo establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al requisito del previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión, la cual “considerará la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso”. 

32. La Comisión Interamericana determinó ut supra que es aplicable la excepción a la regla del agotamiento de los recursos internos, por lo que corresponde ahora determinar si la petición fue presentada dentro de un plazo razonable. La petición fue presentada el 1 de noviembre de 2006 y los actos supuestamente violatorios de los derechos de las presuntas víctimas ocurrieron principalmente entre los años 2005 y 2006. En vista de las circunstancias del presente caso, la CIDH concluye que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable, por lo que se ha cumplido el requisito previsto en el artículo 32(2) del Reglamento. 

3.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacionales
33. El artículo 33(1) del Reglamento de la CIDH estipula que la admisibilidad de una petición ante la Comisión Interamericana requiere que la materia de la petición no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional. Con base en la información suministrada a la CIDH en la petición, la Comisión no encuentra impedimento para la admisibilidad de la petición según el artículo 33(1) del Reglamento de la CIDH. 

4.
Caracterización de los hechos alegados 

34.  A los efectos de la admisibilidad, la Comisión debe decidir si los hechos alegados, de ser probados, pueden caracterizar una violación de la Declaración Americana, como lo requiere el artículo 34(a) del Reglamento de la CIDH, o si la petición es “manifiestamente infundada o improcedente”, de conformidad con la sección (b) del mismo artículo. El criterio para analizar estos requisitos difiere del utilizado para pronunciarse sobre el fondo de la petición. La Comisión debe solamente realizar un análisis prima facie para determinar si la petición establece el fundamento de la violación, posible o potencial, de un derecho garantizado por la Declaración, pero no para establecer la existencia de una violación de derechos. Esta determinación constituye un análisis preliminar, que no implica prejuzgar sobre el fondo del asunto.

35. De acuerdo con los peticionarios, el máximo tribunal del país y varias cortes estatales en Estados Unidos han excluido a las trabajadoras y trabajadores indocumentados de los derechos laborales y de los recursos disponibles para sus contrapartes documentadas. Alegan que la discriminación contra las trabajadoras y trabajadores indocumentados tiene su origen en una decisión de la Suprema Corte de Estados Unidos que estableció que las trabajadoras y trabajadores indocumentados despedidos ilegalmente como represalia por haber ejercido su derecho a la libertad de asociación ya no tienen derecho al beneficio del pago de salarios caídos. Los peticionarios alegan además que las repercusiones de esta decisión se han extendido mucho más allá de la denegación de la libertad de asociación, pues esta decisión habría fomentado que los patrones aleguen que las trabajadoras y trabajadores migrantes indocumentados carecen de derechos legales en otros contextos, tales como el acceso a compensación por accidentes de trabajo, el derecho a la no discriminación en el lugar de trabajo y el derecho de demandar al empleador en caso de lesiones en el lugar de trabajo. Los peticionarios concluyen que el hecho que Estados Unidos no asegure la igual protección de la ley a las trabajadoras y trabajadores migrantes indocumentados viola los artículos II, XVII y XXII de la Declaración Americana. 

36. En conclusión, la CIDH decide que la presente petición no es “manifiestamente infundada o improcedente” y, como resultado, declara que los peticionarios han cumplido prima facie los requisitos establecidos en el artículo 34(a) del Reglamento de la CIDH en lo que respecta a las posibles violaciones de los artículos II y XVII de la Declaración Americana en detrimento de Leopoldo Zumaya y Francisco Berumen Lizalde, como indicado ut supra. 

37. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violado por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo. En cambio, corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría concluirse que habría sido violada si los hechos alegados son probados mediante evidencia suficiente y argumentos legales. En este caso, la CIDH observa que la falta de acceso al beneficio de compensación por accidentes de trabajo habría sido motivada por la aplicación de los principios jurídicos de la sentencia Hoffman Plastics.  En este sentido, la Comisión Interamericana considera que, de ser probados, estos hechos podrían caracterizar una violación al derecho a la seguridad social previsto en el artículo XVI de la Declaración Americana, en detrimento de las dos presuntas víctimas. Adicionalmente, la CIDH considera que la petición contiene alegatos que, de ser probados, podrían caracterizar una violación potencial del artículo XVIII de la Declaración Americana.

38. En cuanto a la presunta violación del artículo XXII de la Declaración Americana, la CIDH observa que los peticionarios alegaron esta violación con respecto a los miembros de las organizaciones a que se refiere el párrafo 11 ut supra. Por lo tanto, puesto que en la petición no se ofrecen argumentos con respecto a la violación de esta disposición en detrimento de las presuntas víctimas identificadas como tales por los peticionarios, la CIDH concluye que, con respecto a esta disposición, la petición es inadmisible de conformidad con los artículos 34(a) y (b) del Reglamento de la Comisión Interamericana.

V.
CONCLUSIONES 

39. La Comisión Interamericana concluye que es competente para conocer el presente caso y que la petición es admisible de acuerdo con el artículo 34 de su Reglamento. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos y sin prejuzgar sobre el fondo del asunto,

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS DECIDE:

 

1.
Declarar admisible la presente petición en relación con los artículos II, XVI, XVII y XVIII de la Declaración Americana;

2. 
Declarar inadmisibles la presente petición en relación con el artículo XXII de la Declaración Americana;
3.
Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios;

4. Continuar con el análisis de fondo de la cuestión; y
5. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de octubre de 2011.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Rodrigo Escobar Gil, Segundo Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, Luz Patricia Mejía Guerrero y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� La Comisionada Dinah Shelton, de nacionalidad estadounidense, no participó en las deliberaciones ni en la decisión del presente caso, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 17(2) del Reglamento de la Comisión.


 � La petición fue presentada además en representación de otras tres presuntas víctimas. Como se indica en el párrafo 5 del presente informe, la CIDH decidió desglosar la petición y tramitar en expedientes separados la situación relativa a dichas presuntas víctimas.


� Los peticionarios citan 535 U.S. 137 (2002).


� Petición recibida el 1 de noviembre de 2006, pág. 23.


� Como indicado en el párrafo 5 del presente informe, la CIDH decidió tramitar por separado los alegatos relativos a tres de las cinco presuntas víctimas.


� Véase también Corte IDH, Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre dentro del marco del artículo 64 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, OC-10/89, párr. 45 (14 de julio de 1989).


� 535 U.S. 137 (2002).


� CIDH, Informe No. 105/09, Petición P-592-07, Admisibilidad, Grupo del Tratado de Hul’Qumi’Num, Canadá, 30 de octubre de 2009, párr. 31.


� CIDH, Informe No. 16/04, Petición P-129-02, Admisibilidad, Tracy Lee Housel, Estados Unidos, 27 de febrero de 2004, párr. 31.


� Ver, mutatis mutandis, CIDH, Informe No. 43/10, Petición P-242-05, Admisibilidad, Mossville Enviromental Action Now, Estados Unidos, 17 de marzo de 2010, párr. 31.





